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el ingreso de las mismas al sistema de tratamiento de agua de bombeo, 
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Lima , 24 de julio de 2018 

l. 

1. 

ANTECEDENTES 

Pesquera Caral S.A. 2 (en adelante, Caral) es titular de la licencia de 
operación de la planta de congelado de productos hidrobiológicos para la 
producción de harina de pescado de alto contenido proteínico con una 

El 21 de diciembre de 2017 se publicó en el diario oficial El Peruano , el Decreto Supremo Nº 013-2017-
MINAM mediante el cual se aprobó el nuevo Reglamento de Organización y Funciones (ROF) del OEFA 
y se derogó el ROF del OEFA aprobado mediante Decreto Supremo Nº 022-2009-MINAM. 

Cabe señalar que el procedimiento administrativo sancionador seguido en el Expediente Nº 2506-2017-
OEFA/DFSAI/PAS fue iniciado durante la vigencia del ROF del OEFA aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 022-2009-MINAM, en virtud del cual la Dirección de Fiscalización, Sanción y Aplicación de 
Incentivos (DFSAI) es el órgano de línea encargado de dirigir, coordinar y controlar el proceso de 
fiscalización , sanción y aplicación de incentivos; sin embargo, a partir de la modificación del ROF, su 
denominación es la Dirección de Fiscalización y Aplicación de Incentivos (DFAI). 

Registro Único de Contribuyente Nº 20517272583. 



capacidad instalada de 50t/h de procesamiento de materia prima en su 
Establecimiento Industrial Pesquera (en adelante, EIP), ubicado en el Av . 
Las Canarias S/N, puerto Chancay, distrito de Chancay, provincia de Huaral , 
departamento de Lima3

. 

Sobre la aprobación del PMA de Caral 

2. El 31 de marzo de 2010, a través de la Resolución Directora! N° 056-2010-
PRODUCE/DIGAAP, el Ministerio de la Producción (en adelante, Produce) , 
aprobó el Plan de Manejo Ambiental (en adelante, PMA) para su planta de 
congelados de productos hidrobiológicos. 

3. 

4 . 

5. 

6. 

Sobre la supervisión regular efectuada en la Planta de Congelado 

Del 5 al 10 de junio de 2017, la Dirección de Supervisión (en adelante, OS) 
del Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (en adelante, OEFA) 
realizó una supervisión regular en la Planta de harina y aceite de pescado 
(en adelante, Supervisión Regular 2017), a fin de verificar el cumplimiento 
de las obligaciones contenidas en la normativa ambiental y de sus 
instrumentos de gestión ambiental. 

Los resultados de la Supervisión Regular 2017 fueron recogidos en el Acta 
de Supervisión Directa S/N4 del 10 de junio de 2017 (en adelante, Acta de 
Supervisión), y en el Informe de Supervisión Nº 287-2017-OEFA/DS-PES5 

del 25 de agosto de 2017 (en adelante, Informe de Supervisión) . 

Sobre la base del Informe de Supervisión, a través de la Resolución 
Subdirectora! Nº 1652-2017-OEFA/DFSAI/SDl6 del 12 de octubre de 2017 , 
la Subdirección de Instrucción e Investigación (en adelante, SOi) de la 
Dirección de Fiscalización, Sanción y Aplicación de Incentivos (en adelante, 
OFSAI) del OEFA, dispuso el inicio del presente procedimiento 
administrativo sancionador contra Cara!. 

El 4 de enero de 2018 se notificó a Caral el Informe Final de Instrucción Nº 
0002-2017-OEFA/DFAI/SFAP-IFl7 (en adelante, Informe Final de 

Mediante la Resolución Directora! Nº 891-2009-PRODUCE/DGEPP de fecha 6 de noviembre de 201 9, 
el Produce aprobó a favor de Cara! el cambio de titularidad de la licencia de operación de la planta de 
harina de pescado convencional, ubicada en su EIP. 

Asimismo, mediante la Resolución Directora! Nº 028-2011-PRODUCE/DGEPP del 11 de enero de 2011 
el Produce aprobó la modificación por innovación tecnológica la licencia de operación otorgada a Cara! 
entendiéndose como una licencia de operación para desarrollar la actividad de procesamiento de 
productos hidrobiológicos para la producción de harina de pescado de alto contenido proteínico con una 
capacidad instalada de 50 t/h de procesamiento de materia prima. 

Folios 71 a 82. 

Folios 2 a 11 . 

Folios 14 a 16, notificada el 25 de octubre de 2017 (folio 17). 

Folios 94 a 98. 
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Instrucción), otorgando un plazo de cinco días hábiles para la presentación 
de los descargos8

. 

7. Luego de evaluar los descargos presentados por Cara!, la DFSAI emitió el 
28 de febrero de 2018 la Resolución Directora! Nº 335-2018-OEFNDFAl9 a 
través de la cual declaró la existencia de responsabilidad administrativa por 
parte de Caral1º, respecto de la siguiente conducta infractora: 

10 

Mediante escrito con registro Nº 54764 presentado el 20 de julio de 2017 (folios 66 a 73), el administrado 
formuló sus descargos al Informe Final de Instrucción. 

Folios 182 a 187. 

Cabe señalar que la declaración de responsabilidad administrativa se realizó en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 19º de la Ley Nº 30230, Ley que Establece Medidas Tributarias, Simplificación de 
Procedimientos y Permisos para la Promoc:ión y Dinamización de la Inversión en el País; y la Resolución 
de Consejo Directivo Nº 026-2014-OEFA/CD, que aprueba las normas reglamentarias que facilitan la 
aplicación de lo establecido en el artículo 19º de la mencionada Ley. 

Ley Nº 30230, Ley que Establece Medidas Tributarias, Simplificación de Procedimientos y 
Permisos para la Promoción y Dinamización de la Inversión en el País, publicada en el diario oficial 
El Peruano el 12 de julio de 2014. 
Artículo 19º.- Privilegio de la prevención y corrección de las conductas infractoras 
En el marco de un enfoque preventivo de la política ambiental, establézcase un plazo de tres (3) años 
contados a partir de la vigencia de la presente Ley, durante el cual el Organismo de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental - OEFA privilegiará las acciones orientadas a la prevención y corrección de la 
conducta infractora en materia ambiental. 
Durante dicho período, el OEFA tramitará procedimientos sancionadores excepcionales. Si la autoridad 
administrativa declara la existencia de infracción, ordenará la realización de medidas correctivas 
destinadas a revertir la conducta infractora y ~uspenderá el procedimiento sancionador excepcional. 
Verificado el cumplimiento de la medida correctiva ordenada, el procedimiento sancionador excepcional , 
concluirá. De lo contrario, el referido procedimiento se reanudará, quedando habilitado el OEFA a 
imponer la sanción respectiva. ( ... ) 

Resolución de Consejo Directivo N° 026-2014-OEFA/CD, que aprueba las normas reglamentarias 
que facilitan la aplicación de lo establecido en el artículo 19º de la Ley Nº 30230, publicada en el 
diario oficial El Peruano el 24 de julio de 2014. 
Artículo 2º.- Procedimientos sancionadores en trámite 
Tratándose de los procedimientos sancionadores en trámite en primera instancia administrativa, 
corresponde aplicar lo siguiente:( ... ) 
2.2 Si se verifica la existencia de infracción administrativa distinta a los supuestos establecidos en los 

literales a), b) y c) del tercer párrafo del artículo 19º de la Ley Nº 30230, primero se dictará la 
medida correctiva respectiva, y ante su incumplimiento, la multa que corresponda, con la reducción 
del 50% (cincuenta por ciento) si la multa se hubiera determinado mediante la Metodología para el 
cálculo de las multas base y la aplicación de los factores agravantes y atenuantes a utilizar en la 
graduación de sanciones, aprobada por Resolución de Presidencia del Consejo Directivo Nº 035-
2013-OEFAiPCD, o norma que la sustituya, en aplicación de lo establecido en el segundo párrafo 
y la primera oración del tercer párrafo del artículo antes mencionado. En caso se acredite la 
existencia de infracción administrativa, pero el administrado ha revertido , remediado o compensado 
todos los impactos negativos gen.erados por dicha conducta y, adicionalmente, no resulta 
pertinente el dictado de una medida correctiva, la Autoridad Decisora se limitará a declarar en la 
resolución respectiva la existencia de responsabilidad administrativa. Si dicha resolución adquiere 
firmeza, será tomada en cuenta para determinar la reincidencia, sin perjuicio de su inscripción en 
el Registro de Infractores Ambientales. 

2.3 En el supuesto previsto en el Numeral 2.2 precedente, el administrado podrá interponer únicamente 
el recurso de apelación contra las resoluciones de primera instancia. 
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Hechos imputados 
El administrado no 
cuenta con un sistema 
que permita la 
derivación de las 
aguas de mar claras 
entre embarcación 
pesquera (en 
adelante, E/P) y E/P, a 
fin de evitar el ingreso 
de las mismas al 
sistema de tratamiento 
de agua de bombeo, 
conforme el 
compromiso asumido 
en su actualización del 
PMA 

Cuadro Nº 1.- Detalle de la conducta infractora 

Norma sustantiva 
Numeral 24.1 del articulo 24º 
de la Ley Nº 28611 11, Ley 
General del Ambiente (en 
adelante, LGA) . 

Articulo 29º del Reglamento 
de la Ley Nº 27446, Ley del 
Sistema Nacional de 
Evaluación del Impacto 
Ambiental, aprobado por el 
Decreto Supremo Nº 019-
2009-MINAM, (en adelante, 
Reglamento de la Ley del 
SEIA)12 . 

En concordancia con: 

Norma Tipificadora 
Numeral 73 del articulo 134 º del 
Reglamento de la Ley General de 
Pesca aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 012-2001-PE (en 
adelante, RLGP) 14. 

Numeral (i) del literal a) del artículo 4 º 
de la tipificación de infracciones 
administrativas y escala de sanciones 
aplicable a las actividades de 
procesamiento industrial pesquero y 
acuicultura de mayor escala que se 
encuentran bajo el ámbito de 
competencia del OEFA, aprobada 
mediante Resolución de Consejo 
Directivo Nº 015-2015-OEFA/CD15 (en 

Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente, publicada en el diario oficial El Peruano el 15 de octubre de 
2005. 
Artículo 24º.- Del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental 
24.1 Toda actividad humana que implique construcciones, obras , servicios y otras actividades, así 

como las políticas. planes y programas públicos susceptibles de causar impactos ambientales 
de carácter significativo , está sujeta , de acuerdo a ley, al Sistema Nacional de Evaluación de 
Impacto Ambiental - SE/A, el cual es administrado por la Autoridad Ambiental Nacional. La ley y 
su reglamento desarrollan los componentes del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto 
Ambiental. 

Decreto Supremo Nº 019-2009-MINAM, Reglamento de la Ley Nº 27446, Ley del Sistema Nacional 
de Evaluación del Impacto Ambiental 
Artículo 29º.- Medidas, compromisos y obligaciones del titular del proyecto 
Todas las medidas, compromisos y obligaciones exigibles al titular deben ser incluidos en el plan 
correspondiente del estudio ambiental sujeto a la Certificación Ambiental. Sin perjuicio de ello , son 
exigibles durante la fiscalización todas las demás obligaciones que se pudiesen derivar de otras partes 
de dicho estudio, las cuales deberán ser incorporadas en los planes indicados en la siguiente 
actualización del estudio ambiental. 

Decreto Supremo Nº 012-2001-PE, Reglamento de la Ley General de Pesca 
Artículo 134º.- Infracciones 
Constituyen infracciones administrativas en las actividades pesqueras y acuicolas , las siguientes: 
73. Incumplir compromisos ambientales en las actividades pesqueras y acuicolas, contenidos en los 

instrumentos de gestión ambiental (EIA, PAMA, PMA y otros) y obligaciones ambientales 
aprobadas por la autoridad sectorial competente. 

RESOLUCIÓN DE CONSEJO DIRECTIVO Nº 015-2015-OEFAICD, que aprueba la tipificación de 
infracciones administrativas y establece escala de sanciones aplicable a las actividades de 
procesamiento industrial pesquero y acuicultura de mayor escala que se encuentran bajo el 
ámbito de competencia del OEFA, publicado en el diario oficial El Peruano el 21 de marzo de 2015. 
Artículo 4°.- Infracciones administrativas relacionadas con el tratamiento de efluentes 
Constituyen infracciones administrativas relacionadas con el tratamiento de efluentes: 
a) Operar plantas de procesamiento de harina y aceite de pescado, plantas de harina residual o 

plantas de reaprovechamiento de descartes y residuos de recursos hidrobiológicos sin contar 
con equipos o sistemas de tratamiento de efluentes de acuerdo a su capacidad instalada; 
contando con equipos o sistemas inoperativos; contando con equipos o sistemas que, a pesar 
de su operatividad, no sean utilizados; o no implementando alguna de las fases de tratamiento. 
Esta conducta se puede configurar mediante los siguientes subtipos infractores: 
(i) En caso de no contar con equipos o sistemas de tratamiento; o no implementar alguna de 

las fases del equipo de tratamiento: 
• Si la conducta genera daño potencial a la flora o fauna será calificada como grave, ( ... ) 

4 
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Hechos imputados Norma sustantiva Norma Tipificadora 
Artículo 15º de la Ley Nº adelante, Resolución Nº 015-2015-
27446, Ley del Sistema OEFA/CD) . 
Nacional de Evaluación del 
Impacto Ambiental (en 
adelante, Lev SEIA)13 

., 
Fuente: ResolucIon D1rectoral Nº 335-2018-OEFA/DFAI. 
Elaboración: TFA. 

8. La Resolución Directora! Nº 335-2018-OEFA/DFAI, se sustentó en los 
siguientes fundamentos: 

13 

(i) La DFSAI señaló que, conforme el PMA, Caral se comprometió a 
implementar un sistema que permita la derivación de las aguas de mar 
claras entre embarcaciones y embarcación hacia el cuerpo receptor, 
como parte de la primera fase del sistema de tratamiento del agua de 
bombeo. 

(ii) Pese a ello, durante la Supervisión Regular 2016, la DS verificó que el 
administrado no contaba con el mencionado sistema señalado en su 
PMA 

(iii) Respecto a los argumentos del administrados, relacionados a que la 
derivación de aguas no forma parte del sistema de tratamiento como 
erróneamente se consignó en su PMA, la DFAI indicó que lo señalado 
por el administrado no desvirtúa la presente imputación, toda vez que 
la implementación del mencionado sistema es un compromiso 
ambiental aprobado por la autoridad certificadora en el PMA, con lo 
cual el administrado se encontraba obligado a su cumplimiento. 

(iv) De otro lado, el administrado señaló que la conducta detectado no 
guarda similitud con el tipo infractor previsto en la norma, puesto que 
el hecho de no implementar el sistema de derivación no genera 
automáticamente un daño potencial al medio ambiente por lo que el 
OEFA debe acreditar el daño a la flora y fauna y no simplemente 
suponerlo. 

(v) Al respecto, la DFAI señaló que para que se configure el daño 
potencial no es necesario que se produzca un impacto negativo a la 
flora o fauna, debido a que únicamente se requiere que se produzca 
el riesgo de ello y que tenga como origen el desarrollo de una actividad 
humana (conducta infractora), por lo tanto, DFAI indicó que lo 
señalado por el administrado no desvirtúa la conducta infractora. 

Ley N° 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental 
Artículo 15º,- Seguimiento y control 
15.1 La autoridad competente será la responsable de efectuar la función de seguimiento, supervisión y 

control de la evaluación de impacto ambiental. aplicando las sanciones administrativas a los 
infractores. 
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(vi) El administrado solicitó la aplicación del principio de retroactividad 
benigna contemplada en el numeral 5 del artículo 246º del Texto Único 
Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General , aprobado por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS (en 
adelante, TUO de la LPAG), debido a que con la entrada en vigencia 
de la Resolución de Consejo Directivo Nº 038-2017-OEFNCD, la 
conducta infractora ya no se encuentra tipificada. Al respecto la DFAI 
señaló que contrariamente a lo manifestado por el administrado, la 
mencionada norma si tipifica la conducta infractora detallada en el 
Cuadro Nº 1 de la presente resolución, con lo cual no corresponde la 
aplicación del principio de retroactividad benigna. 

(vii) De lo expuesto, la DFSAI señaló que quedó acreditado que Caral 
incumplió su compromiso ambiental debido a que durante la 
Supervisión Regular 2017 -no contaba con un sistema que permita la 
derivación de las aguas de mar claras entre embarcación y 
embarcación hacia el cuerpo marino receptor, a fin de evitar su ingreso 
a los equipos del tratamiento de agua de bombeo, conforme al 
compromiso asumido en el PMA. 

(viii) Finalmente, la DFAI indicó que no correspondía la imposición de una 
medida correctiva, debido a que de la revisión de los medios 
probatorios que obran en el expediente, se evidenda el cese de los 
efectos de la conducta infractora. 

9. El 27 de marzo de 2018, Caral interpuso un recurso de apelación contra la 
Resolución Directora! Nº 335-2018-OEFNDFAI , alegando lo siguiente16

: 

16 

a) En su recurso de apelación, el administrado señaló que la derivación 
constituye una fase y no un sistema como erróneamente se consignó 
en el PMA. Asimismo, señaló que no realiza dilución de efluentes en 
su proceso productivo. 

b) Asimismo, sostuvo que la resolución motivo de apelación vulnera el 
principio de tipicidad dado que para que se configure la conducta 
infractora es exigible que exista un daño potencial a la flora y fauna , 
sin embargo, no existió daño potencial , toda vez que el hecho de no 
implementar la fase de derivación no genera automáticamente un 
daño potencial al medio ambiente como erróneamente señaló el 
OEFA. 

c) En ese sentido, indica que no superó los Límites Máximos Permisibles 
(en adelante, LMP), por tanto, no se generó un daño potencial. En esa 
línea, señaló que en aplicación del principio de predictibi!idad el OEFA 
no debe desconocer su propio criterio reconocido en resoluciones 
emitidas por el TFA, en las que se señala que para determinar el daño 
potencial se debe exceder los LMP. 

Folio 192 al 211 . 
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d) Finalmente , señaló que se aplique el principio de Razonabilidad a que 
se refiere el numeral 3 del artículo 246º del TUO de la LPAG. 

Se aplique el principio de Razonabilidad , toda vez que actualmente 
han implementado el sistema de derivación. 

1 O. El 28 de junio de 2018, se llevó a cabo la audiencia de informe oral ante la 
Sala Especializada en Minería, Energía, Pesquería e Industria 
Manufacturera del TFA, conforme consta en el acta correspondiente 17, en la 
cual Caral reiteró los argumentos señalados en su recurso de apelación. 

11. COMPETENCIA 

11 . Mediante la Segunda Disposición Complementaria Final del Decreto 
Legislativo que aprueba la Ley de Creación , Organización y Funciones del 
Ministerio del Ambiente (en adelante, Decreto Legislativo N° 1013)18, se 
crea el OEFA. 

12. Según lo establecido en los artículos 6º y 11 º de la Ley del Sistema Nacional 
de Evaluación y Fiscalización Ambiental, modificada por Ley Nº 30011 19 (en 
adelante, Ley Nº 29325), el OEFA es un organismo público técnico 
especializado, con personería jurídica de derecho público interno, adscrito 
al Ministerio del Ambiente y encargado de la fiscalización , supervisión , 
control y sanción en materia ambiental. 

18 

Folio 226. 

Decreto Legislativo Nº 1013, que aprueba la Ley de Creación, Organización y Funciones del 
Ministerio del Ambiente, publicado en el diario oficial El Peruano el 14 de mayo de 2008. 
Segunda Disposición Complementaria Final.- Creación de Organismos Públicos Adscritos al 
Ministerio del Ambiente 
1. Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 

Créase el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA como organismo público 
técnico especializado, con personería jurídica de derecho público interno, constituyéndose en pliego 
presupuesta! , adscrito al Ministerio del Ambiente y encargado de la fiscalización , la supervisión, el 
control y la sanción en materia ambiental que corresponde. 

Ley Nº 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental , publicada en el 
diario oficial El Peruano el 5 de marzo de 2009, modificada por la Ley Nº 30011, publicada en el diario 
oficial El Peruano el 26 de abril de 2013. 
Artículo 6º.- Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) 
El Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA) es un organismo público técnico 
especializado, con personería jurídica de derecho público interno, que constituye un pliego presupuesta!. 
Se encuentra adscrito al MINAM, y se encarga de la fiscalización, supervisión, evaluación, control y 
sanción en materia ambiental, así como de la aplicación de los incentivos, y ejerce las funciones previstas 
en el Decreto Legislativo Nº 1013 y la presente Ley. El OEFA es el ente rector del Sistema de Evaluación 
y Fiscalización Ambiental. 

Articulo 11º.- Funciones generales 
Son funciones generales del OEFA: ( ... ) 
c) Función fiscalizadora y sancionadora: comprende la facultad de investigar la comisión de posibles 

infracciones administrativas sancionables y la de imponer sanciones por el incumplimiento de 
obligaciones y compromisos derivados de los instrumentos de gestión ambiental, de las normas 
ambientales, compromisos ambientales de contratos de concesión y de los mandatos o disposiciones 
emitidos por el OEFA, en concordancia con lo establecido en el artículo 17. Adicionalmente, 
comprende la facultad de dictar medidas cautelares y correctivas. 
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13. Asimismo, en la Primera Disposición Complementaria Final de la Ley 
Nº 29325 se dispone que, mediante Decreto Supremo, refrendado por los 
sectores involucrados, se establecerán las entidades cuyas funciones de 
evaluación, supervisión, fiscalización, control y sanción en materia ambiental 
serán asumidas por el OEFA2º. 

14. Complementariamente, mediante Decreto Supremo Nº 009-2011-MINAM 21 

se aprobó el inicio del proceso de transferencia de funciones de seguimiento, 
vigilancia, supervisión, fiscalización, control y sanción ambiental de los 
sectores industria y pesquería del Produce al OEFA. y mediante Resolución 
de Consejo Directivo Nº 002-2012-OEFA/CD22 , se estableció que el OEFA 
asumiría las funciones de seguimiento, vigilancia , supervisión, fiscalización , 
control y sanción ambiental del sector pesquería desde 16 de marzo de 
2012. 

15. Por otro lado, en el artículo 1 Oº de la Ley Nº 2932523 , y en los artículos 19º 
y 20º del Reglamento de Organización y Funciones del OEFA aprobado por 
el Decreto Supremo N" 013-2017-MINAM24. se disponen que el Tribunal de 

22 

23 

24 

Ley Nº 29325 
Disposiciones Complementarias Finales 
Primera. Mediante Decreto Supremo refrendado por los Sectores involucrados, se establecerán las 
entidades cuyas funciones de evaluación, supervisión, fiscalización, control y sanción en materia 
ambiental serán asumidas por el OEFA, así como el cronograma para la transferencia del respectivo 
acervo documentario, personal, bienes y recursos, de cada una de las entidades. 

DECRETO SUPREMO Nº 009-2011-MINAM, que aprueba el inicio del Proceso de Transferencia de 
Funciones en materia ambiental de los sectores pesquería e industria de PRODUCE al OEFA, 
publicado en el diario oficial El Peruano el 3 de junio de 2011. 
Artículo 1º.-Apruébese el inicio del proceso de transferencia de las funciones de seguimiento, vigilancia , 
supervisión, fiscalización, control y sanción en materia ambiental de los sectores industria y pesquería , 
del Ministerio de la Producción al Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 

Resolución de Consejo Directivo Nº 002-2012-OEFA/CD, publicada en el diario oficial El Peruano el 
17 de marzo de 2012. 
Artículo 2º.- Determinación de la fecha en que el OEFA asumirá las funciones objeto de transferencia 
Determinar que el 16 de marzo de 2012 será la fecha en que el OEFA asumirá las funciones de 
seguimiento, vigilancia, supervisión, fiscalización, control y sanción en materia ambiental, del Sector 
Pesquería del Ministerio de la Producción. 

Ley Nº 29325 
Artículo 10°.-Tribunal de Fiscalización Ambiental 
10.1 El Organismo de Evaluación y. Fiscalización Ambiental (OEFA) cuenta con un Tribunal de 

Fiscalización Ambiental (TFA) que ejerce funciones como última instancia administrativa. 
Lo resuelto por el TFA es de obligatorio cum!)limiento y constituye precedente vinculante 
en materia ambiental, siempre que esta circunstancia se señale en la misma resolución, en 
cuyo caso debe ser publicada de acuerdo a ley. 

Decreto Supremo Nº 013-2017-MINAM, que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones 
del OEFA, publicado en el diario oficial El Peruano el 21 de diciembre de ?.017. 
Artículo 19º.-Tribunal de Fiscalización Ambiental 
19.1 El Tribunal de Fiscalización Ambiental es el órgano resolutivo que eje~ce funciones como segunda 

y última instancia administrativa del OEFA, cuenta con autonomía en el ejercicio de sus funciones 
en la emisión de sus resoluciones y pronunciamiento; y está integrado por Salas Especializadas 
en los asuntos de competencia del OEFA. Las resoluciones del Tribunal son de obligatorio 
cumplimiento y constituyen precedente vinculante en materia ambiental, siempre que esta 
circunstancia se señale en la misma rE...;olución, en cuyo caso deberán ser publicadas de acuerdo 
a Ley. 
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Fiscalización Ambiental (en adelante, TFA) es el órgano encargado de 
ejercer funciones como segunda y última instancia administrativa del OEFA, 
en materias de su competencia. 

111. PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL AMBIENTE 

16. Previamente al planteamiento de las cuestiones controvertidas, esta Sala 
considera importante resaltar que el ambiente es el ámbito donde se 
desarrolla la vida y comprende elementos naturales, vivientes e inanimados, 
sociales y culturales existentes en un lugar y tiempo determinados, que 
influyen o condicionan la vida humana y la de los demás seres vivientes 
(plantas, animales y microorganismos)25

. 

17. En esa misma línea, en el numeral 2.3 del artículo 2º de LGA26 , se prescribe 
que el ambiente comprende aquellos elementos físicos, químicos y 
biológicos de origen natural o antropogénico que, en forma individual o 
asociada, conforman el medio en el que se desarrolla la vida , siendo los 
factores que aseguran la salud individual y colectiva de las personas y la 
conservación de los recursos naturales, la diversidad biológica y el 
patrimonio cultural asociado a ellos, entre otros. 

18. En tal situación, cuando las sociedades pierden su armonía con el entorno 
y perciben su degradación, surge el ambiente como un bien jurídico 
protegido. En ese contexto, cada Estado define cuánta protección otorga al 
ambiente y a los recursos naturales, pues el resultado de proteger tales 
bienes incide en el nivel de calidad de vida de las personas. 

19.2 La conformación y funcionamiento de la Salas del Tribunal de Fiscalización Ambiental es regulada 
mediante Resolución del Consejo Directivo del OEFA. 

Artículo 20º.- Funciones del Tribunal de Fiscalización Ambiental 
El Tribunal de Fiscalización Ambiental tiene las siguientes funciones: 
a) Conocer y resolver en segunda y última instancia administrativa los recursos de apelación 

interpuestos contra los actos administrativos impugnables emitidos por los órganos de línea del 
OEFA. 

b) Proponer a la Presidencia del Consejo Directivo mejoras a la normativa ambiental, dentro del 
ámbito de su competencia. 

~ - c) Emitir precedentes vinculantes que interpreten de modo expreso el sentido y alcance de las 
normas de competencia del OEFA, cuando corresponda. < 

25 

26 

d) Ejercer las demás funciones que establece la normativa vigente sobre la materia. 

Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente Nº 0048-2004-AI/TC. Fundamento jurídico 
27. 

Ley Nº 28611 
Artículo 2º. - Del ámbito( ... ) 
2.3 Entiéndase, para los efectos de la presente Ley, que toda mención hecha al "ambiente" o a "sus 

componentes" comprende a los elementos físicos, químicos y biológicos de origen natural o 
antropogénico que, en forma individual o asociada, conforman el medio en el que se desarrolla la 
vida , siendo los factores que aseguran la salud individual y colectiva de las personas y la 
conservación de los recursos naturales, la diversidad biológica y el patrimonio cultural asociado a 
ellos , entre otros. 
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19. 

20. 

21. 

27 

28 

29 

30 

31 

32 

En nuestro sistema jurídico, el primer nivel de protección al ambiente es 
formal y viene dado por la elevación a rango constitucional de las normas 
que tutelan los bienes ambientales, lo cual ha dado origen al reconocimiento 
de una "Constitución Ecológica", dentro de la Constitución Política del Perú , 
que fija las relaciones entre el individuo, la sociedad y el ambiente27

. 

El segundo nivel de protección otorgado al ambiente es material y viene 
dado por su consideración (i) como principio jurídico que irradia todo el 
ordenamiento jurídico; (ii) como derecho fundamental28

, cuyo contenido 
esencial lo integra el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de la vida; y el derecho a que dicho ambiente 
se preserve29 ; y, (iii) como conjunto de obligaciones impuestas a autoridades 
y particulares en su calidad de contribuyentes sociales30

. 

Es importante destacar que en su dimensión como derecho fundamental el 
Tribunal Constitucional ha señalado que contiene los siguientes 
elementos31

: (i) el derecho a gozar cie un medio ambiente equilibrado y 
adecuado, que comporta la facultad de las personas de disfrutar de un 
ambiente en el que sus compm:entes se desarrollan e interrelacionan de 
manera natural y armónica32 ; y, (ii) el derecho a que el ambiente se preserve, 

Sentencia del Tribunal Com;titucional recaída en el expediente Nº 03610-2008-PA/TC. Fundamento 
jurídico 33. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ DE 1993. 
Artículo 2º.- Toda persona tiene derecho: ( ... ) 
22. A la paz, a la tranquilidad , al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un 

ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida. 

Al respecto, el Tribunal Constitucional , en la sentencia recaída en el expediente Nº 03343-2007-PA/TC, 
fundamento jurídico 4, ha señalado lo siguiente, con relación al derecho a un ambiente equilibrado y 
adecuado: 

"En su primera manifestación, comporta la facultad de las personas de disfrutar de un medio 
ambiente en el que sus elementos se desarrollan e interrelacionan de manera natural y 
sustantiva. La intervención del ser humano no cebe suponer, en consecuencia, una alteración 
sustantiva de la indicada interrelación. (. . .) Sobre el segundo acápite (. . .) entraña obligaciones 
ineludibles para los poderes públicos de mantener los bienes ambientales en las condiciones 
adecuadas para su disfrute. Evidentemente, tal obligación alcanza taTT'bién a los particulares" . 

Sobre la triple dimensión de la protección al ambiente se puede revisar la Sentencia T-760/07 de la Corte 
Constitucional de Colombia , así como la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente 
Nº 03610-2008-PA/TC. 

Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en ei expediente Nº 0048-2004-AI/TC. Fundamento jurídico 
17. 

Al respecto, el Tribunal Constitucion~I. en la sentencia recaída en el expediente Nº 0048-2004-AI/TC, 
fundamento jurídico 17, ha señalado lo siguiente, r;c,1 relación al derecho a un ambiente equilibrado y 
adecuado: 

"En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y 
adecuado, dicho derecho comporta la facultad de las personas de poder disfrutar de un medio 
ambiente en el que sus elemer.tos se desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; 
y, en el caso en que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la 
interrelación qua existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el 
disfrute no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona 
y de su dignidad (artículo 1º de la Constitución). De Jo contrario, su goce se vería frustrado y el 
derecho quedaría, así, carente de contenido ". 
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el cual trae obligaciones ineludibles para los poderes públicos -de 
mantener los bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su 
disfrute-, y obligaciones para los particulares, en especial de aquellos 
cuyas actividades económicas inciden directa o indirectamente en el medio 
ambiente; siendo que dichas obligaciones se traducen en: (i) la obligación 
de respetar (no afectar el contenido protegido del derecho) y (ii) la obligación 
de garantizar, promover, velar y, llegado el caso, de proteger y sancionar el 
incumplimiento de la primera obligación referida33

. 

22. Como conjunto de obligaciones, la preservación de un ambiente sano y 
equilibrado impone a los particulares la obligación de adoptar medidas 
tendientes a prevenir, evitar o reparar los daños que sus actividades 
productivas causen o puedan causar al ambiente. Tales medidas se 
encuentran contempladas en el marco jurídico nacional que regula la 
protección del ambiente y en los respectivos instrumentos de gestión 
ambiental. 

23. Sobre la base de este sustento constitucional, el Estado hace efectiva la 
protección al ambiente, frente al incumplimiento de la normativa ambiental, 
a través del ejercicio de la potestad sancionadora en el marco de un debido 
procedimiento administrativo, así como mediante la aplicación de tres 
grandes grupos de medidas: (i) medidas de reparación frente a daños ya 
producidos, (ii) medidas de prevención frente a riesgos conocidos antes que 
se produzcan; y (iii) medidas de precaución frente a amenazas de daños 
desconocidos e inciertos34

. 

24. De acuerdo con este marco normativo, que tutela el ambiente adecuado y 
su preservación, este Tribunal interpretará las disposiciones generales y 
específicas en materia ambiental, así como las obligaciones de · los 
particulares vinculadas a la tramitación del procedimiento administrativo 
sancionador. 

IV. CUESTION CONTROVERTIDA 

25. Si correspondía determinar la existencia de responsabilidad administrativa 
de Caral por la comisión de la conducta infractora señalada en el Cuadro Nº 
1 de la presente resolución, relacionada a no contar con un sistema que 
permita la derivación de las aguas de mar claras entre E/P y E/P, a fin de 
evitar el ingreso de estas al sistema de tratamiento de agua de bombeo, 
conforme el compromiso asumido en su actualización del PMA. 

. \ 

Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente Nº 05471-2013-PA/TC. Fundamento 
jurídico 7. 

Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente Nº 03048-2007-PA/TC. Fundamento 
jurídico 9. 
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v. 

26. 

27. 

28 . 

35 

36 

37 

ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN CONTROVERTIDA 

Con carácter previo al análisis de la presente cuestión controvertida, esta 
sala considera necesario exponer el marco normativo que regula el 
cumplimiento de las obligaciones asumidas por los administrados en sus 
IGA y los criterios sentados por esta al respecto . 

Sobre el particular, cabe señalar que en virtud a lo establecido en los 
artículos 16º, 17° y 18º de la LGA, los IGA incorporan aquellos programas y 
compromisos que, con carácter obligatorio, tienen como propósito evitar o 
reducir a niveles tolerables el impacto al medio ambiente generado por las 
actividades productivas a ser realizadas por los administrados35

. 

Asimismo, en el artículo 76º de la LGA36, en concordancia con el artículo 6º 
del Decreto Ley Nº 25977, Ley General de Pesca37 (en adelante, Decreto 
Ley Nº 25977) se establece que, a fin de impulsar la mejora continua de 
desempeño ambiental por parte de los titulares de las operaciones, el Estado 

Ley Nº28611 
Artículo 16º.- De los instrumentos 
16.1 Los instrumentos de gestión ambiental son mecanismos orientados a la ejecución de la política 

ambiental, sobre la base de los principios establecidos en la presente Ley, y en lo señalado en sus 
normas complementarias y reglamentarias. 

16.2 Constituyen medios operativos que son diseñados, normados y aplicados con carácter funcional o 
complementario, para efectivizar el cumplimiento de la Política Nacional Ambiental y las normas 
ambientales que rigen en el país. 

Artículo 17º.- De los tipos de instrumentos 
17.1 Los instrumentos de gestión ambiental podrán ser de planificación, promoción, prevención, control, 

corrección , información, financiamiento, participación, fiscalización, entre otros, rigiéndose por sus 
normas legales respectivas y los principios contenidos en la presente Ley. 

17.2 Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental, los sistemas de gestión ambiental, 
nacional, sectoriales, regionales o locales; el ordenamiento territorial ambiental; la evaluación del 
impacto ambiental; los Planes de Cierre; los Planes de Contingencias; los estándares nacionales 
de calidad ambiental; la certificación ambiental, las garantías ambientales; los sistemas de 
información ambiental; los instrumentos económicos, la contabilidad ambiental, estrategias, planes 
y programas de prevención, adecuación, control y remediación; los mecanismos de participación 
ciudadana; los planes integrales de gestión de residuos; los instrumentos orientados a conservar 
los recursos naturales; los instrumentos de fiscalización ambiental y sanción; la clasificación de 
especies, vedas y áreas de protección y conservación; y, en general, todos aquellos orientados al 
cumplimiento de los objetivos señalados en el artículo precedente. 

17.3 El Estado debe asegurar la coherencia y la complementariedad en el diseño y aplicación de los 
instrumentos de gestión ambiental. 

Artículo 18º.- Del cumplimiento de los instrumentos 
En el diseño y aplicación de los instrumentos de gestión ambiental se incorporan los mecanismos para 
asegurar su cumplimiento incluyendo, entre otros, los p!azos y el cronograma de inversiones ambientales , 
así como los demás programas y compromisos. 

Ley Nº 28611 
Artículo 76º.- De los sistemas de gestión ambiental y mejora continúa 
El Estado promueve que los titulares de operacione!'; adopten sistemas de gestión ambiental acordes 
con la naturaleza y magnitud de sus operaciones, con la finalidad de impulsar la mejora continua de sus 
niveles de desempeño ambiental. 

Decreto Ley Nº 25977 (diario oficial El Peruano, 22 de diciembre de 1992) 
Artículo 6º.- El Estado, dentro del marco regulador de la actividad pesquera, vela por la protección y 
preservación del medio ambiente , exigiendo que se adopten las medidas necesarias para prevenir, 
reducir y controlar los daños o riesgos de contaminación o deterioro en el entorno marítimo terrestre y 
atmosférico. 
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29. 

30. 

puede exigir (dentro del marco de la actividad pesquera) la adopción de 
sistemas de gestión ambiental acordes con la magnitud de sus operaciones, 
las cuales deberán contener las medidas necesarias para prevenir, reducir 
y controlar los impactos ambientales de contaminación y deterioro en el 
entorno marítimo, terrestre y atmosférico. 

En consecuencia, una vez aprobados los IGA por la autoridad competente 
-y obtenida la certificación ambiental, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 29º y en el artículo 55º del Reglamento de la Ley del Sistema 
Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 019-2009-MINAM (en lo sucesivo, RLSEIA)-, es 
responsabilidad del titular de la actividad cumplir con todas las medidas, 
compromisos y obligaciones asumidos para prevenir, controlar, mitigar, 
rehabilitar, compensar y manejar los impactos ambientales estipulados en 
dicho instrumento y con todas aquellas que se deriven de otras partes de 
aquel, al entenderse que estos quedan incorporados al mismo. 

Siendo ello así, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 78º y 83º del 
RLGP, en concordancia con el artículo 151 ºdela referida norma, los titulares 
de establecimientos industriales pesqueros se encuentran obligados a 
adoptar las medidas de previsión, mitigación, control , conservación y 
restauración derivados, entre otros, de los compromisos ambientales 
contemplados en sus instrumentos de gestión ambiental38 . 

Por lo tanto, en aras de proceder con el análisis de la presente cuestión 
controvertida, corresponde identificar previamente las medidas y 
componentes dispuestos en el IGA del administrado; para ello, y siguiendo 
el criterio señalado en el considerando supra, lo que atañe es identificar los 

Decreto Supremo N° 012-2001-PE. 
Artículo 78º.- Obligaciones de los titulares de las actividades pesqueras y acuícolas 
Los titulares de las actividades pesqueras y acuícolas son responsables de los efluentes, emisiones, 
ruidos y disposición de desechos que generen o que ·se produzcan como resultado de los procesos 
efectuados en sus instalaciones, de los daños a la salud o seguridad de las personas, de efectos 
adversos sobre los ecosistemas o sobre la cantidad o calidad de los recursos naturales en general y de 
los recursos hidrobiológicos en particular, así como de los efectos o impactos resultantes de sus 
actividades. Por lo tanto, están obligados a ejecutar de manera permanente planes de manejo ambiental 
y, en consecuencia , a realizar las acciones necesarias para prevenir o revertir en forma progresiva, según 
sea el caso, la generación y el impacto negativo de las mismas, a través de la implementación de 
prácticas de prevención de la contaminación y procesos con tecnologías limpias, prácticas de reuso, 
reciclaje, tratamiento y disposición final. Asimismo, están obligados a adoptar medidas destinadas a la 
conservación de los recursos hidrobiológicós y de los ecosistemas que les sirven de sustento. 

Artículo 83º.- Adopción de medidas de carácter ambiental por parte de los titulares de 
establecimientos industriales pesqueros 
La instalación de establecim ientos industriales pesqueros o plantas de procesamiento obliga a su titular 
a la adopción de las medidas de prevención de la contaminación, uso eficiente de los recursos naturales 
que constituyen materia prima del proceso, reciclaje, reuso y tratamiento de los residuos que genere la 
actividad . 

Artículo 151º.- Definiciones 
Para los efectos de la Ley, del presente Reglamento y de las demás disposiciones legales y 
reglamentarias concordantes, los términos que a continuación se especifican tienen el significado 
siguiente : ( ... ) 
Compromisos ambientales: Cumplir con los planes y programas de manejo ambiental contenidos en los 
estudios ambientales aprobados y documentos complementarios que forman parte del expediente. 
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compromisos relevantes, así como las especificaciones contempladas para 
su cumplimiento, relacion.adas al modo, forma y tiempo; y, luego de ello, en 
todo caso, evaluar el compromiso desde la finalidad que se busca, la cual 
está orientada a la prevención de impactos negativos al ambiente. 

32. En el presente caso, debe indicarse que el compromiso ambiental 
establecido en el PMA de Caral en el que se basa la imputación del presente 
procedimiento administrativo sancionador, detalla lo siguiente: 

33. 

· 7.3.2 Descripción del Sistema de Tratamiento de Agua de bombeo 

a. PRIMERA FASE 

Derivación 1: Las aguas de mar claras entre E/P y E/P serán derivadas para evitar 

ingresar al sistema de tratamiento de agua de bombeo y al mismo tiempo reducir el caudal 

a tratar; el sistema de derivación estará ubicado en la tubería ºe salidª __ de los filtr~s 

estáticos y vibratorios de pescado, estará compuesto por válvula electro neumática, 
-- ---·-- ---- ---

sensor colorimétrico, tablero de mando central, tuberias y válvulas auxiliares. El agua de 

mar clara entre E/P y E/P y caudal de 600 m3/h, no contiene carga orgánica contaminate 

y será derivada hasta el cueqx> marino receptor (CMR). 

J Captación 1: Los efluentes con contaminantes orgánicos como agua de bombeo de 

caudal de 1200 m3/dia y más agua de mar entre E/P y E/P con caudal de 600 m3/h, es 

captado en poza de concreto, de 15 m3, Es derivado con bomba centrifuga de 300 m3/h, 

hasta el Tamiz N° 01. 
Fuente: Extracto PMA. 

:' 

En razón a ello, se tiene que Caral se comprometió a implementar un 
sistema que permita la derivación de las aguas de mar claras entre E/P y 
E/P hacia el cuerpo receptor, como parte de la primera fase del sistema de 
tratamiento del agua de bombeo, conforme se muestra en el siguiente 
gráfico: 
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Gráfico 1: Compromiso asumido en su PMA 

ESTABLECIMIENTO 
INDUSTRIAL 
PESQUERO 

(EIP) 
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34. Pese a ello, durante la Supervisión Regular 2017, la OS constató que el 
administrado no había implementado un sistema para la derivación de las 
aguas claras entre E/P y EP, a fin de evitar el ingreso de dichas aguas al 
sistema de tratamiento de agua de bombeo: 

Sistema de descarga 
La unidad fiscalizable cuenta con un sistema de descarga a 
través de una embarcación flotante denominado "chata" 
provista de una (1) bomba ecológica para el trasvase de 
materia prima (sistema de bombeo al vacío de tres cilindros). 

La unidad supervisada cuenta con una (1) línea de descarga 
de la materia prima que es conectada a un (1) desaguador 
rotatorio, el cual separa la materia prima y el agua de bombeo. 
Esta última es almacenada en una poza de concreto de 
aproximadamente 7 m3 de capacidad. 

Se verificó que no ha implementado un sistema para la 
derivación de las aguas de claras (agua de mar) entre E/1 y 
E/P, a fin de evitar el ingreso de dichas aguas al sistema tie 
.tratamiento de aaua de bombeo. , 

Las aguas claras son tratadas conjuntamente con el agua de 
bombeo (aguas rojas) en el sistema de tratamiento de 
efluentes industriales, con esto se está realizando una dilución 
del agua de bombeo. 

Fuente: Extracto del Acta de Supervisión 
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35. A su vez, dicho hallazgo fue recogido en el Informe de Supervisión , donde 
se señaló lo siguiente: 

11 . También durante la supervisión se verificó que Pescara! no cuenta con un (1) 
sistema que permita · ,a derivación de las aguas de mar claras a fin de evitar su 
ingreso al sistema de tratamiento de agua de bombeo y reducir el caudal a tratar, 
tal como quedó registrado en el Acta de Supervisión: 

ACTA DE SUPERVISIÓN 
Tratamiento del agua de bombeo 
"(. . .) Se verificó que no ha imp/emrmtado un sistema para la derivación de 
las aguas de claras (agua de.mar/ entre EIP v EIP. a fin de evitar el ingreso 
de dichas aguas al sistema de tratamiento de agua de bombeo 
Las aguas claras son tratadas coníuntamente con el agua de bombeo 
(aguas roías/ en el sistema de tratamiento de efluentes industrrales, con 
esto se está realizando una dilución del agua de bombeo (.. ). " 
(Resaltado y subrayado agregados) 

Fuente: Extracto del Informe de Supervisión 

36. En razón a ello, la DFSAI fundamento la determinación de responsabilidad 
administrativa de Caral, concluyendo que se encontraba debidamente 
acreditado que durante la Supervisión Regular 2017 no tenia un sistema que 
permita la derivación de las aguas de mar claras entre E/P y E/P, a fin de 
evitar el ingreso de las mismas al sistema de tratamiento de agua de 
bombeo, conforme el compromiso asumido en su actualización del PMA 

37. 

38. 

6 39. 

Respecto a los argumentos del administrado 

Ahora bien. en su recurso de apelación el administrado señaló que la 
derivación constituye una fase y no un sistema como erróneamente se 
consignó en el PMA. Asimismo, señaló que no realiza dilución de efluentes 
en su proceso productivo. 

Sobre el particular, debe indicarse que lo alegado por el administrado no 
desvirtúa el hecho constatado por los supervisores, ni la acreditación de la 
existencia de una infracción administrativa -como se ha dejado sentado-, 
pues, de la revisión del PMA, se verifica que el administrado tiene la 
obligación de implementar un sistema para la derivación de las aguas claras 
entre E/P y EP, compuesto por una válvula electro neumática, un sensor 
colorimétrico, un tablera de mando central , tuberías y válvulas auxiliares a 
fin de evitar el ingreso de dichas aguas al sistema de tratamiento de agua 
de bombeo. Dicho compromiso, constituye una obligación ambiental 
fiscalizable. 

En esa línea, esta sala considera pertinente señalar que los instrumentos 
sirven para determinar los potenciales impactos positivos y negativos que 
podría generar un proyecto a ser implementado en un área determinada, 
generando obligaciones que tienen por objeto proponer estrategias de 
manera ambiental orientadas a prevenir, mitigar o corregir los impactos 
ambientales. 
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40. En razón a ello y, tal como este tribunal lo ha señalado anteriormente39 los 
compromisos ambientales contenidos en los instrumentos de gestión 
ambiental deben ejecutarse en el modo, forma y tiempo previsto en los 
mismos, toda vez que constituyen compromisos evaluados y aprobados por 
la autoridad certificadora competente. 

41 . Con relación a lo expuesto y, tal como este tribunal lo ha señalado 
anteriormente40

, debe entenderse que los compromisos asumidos en los 
IGA son de obligatorio cumplimiento, razón por la cual deben ser efectuados 
conforme fueron aprobados por la autoridad de certificación ambiental 
competente. Ello es así, toda vez que se encuentran orientados a prevenir o 
revertir en forma progresiva , según sea el caso, la generación y el impacto 
negativo al ambiente que puedan ocasionar las actividades productivas 
realizadas por los administrados. 

42. Asimismo , conforme lo ha señalado este tribunal41
, el administrado, en su 

calidad de persona jurídica dedicada a actividades pesqueras, es 
conocedora de las normas que regulan dicha actividad, de las obligaciones 
ambientales fiscalizables a su cargo que le imponen como titular para operar 
un EIP y de las consecuencias derivadas de la inobservancia de las mismas. 
Por tal motivo, tiene el deber de dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en 
tales normas y en sus instrumentos de gestión ambiental , a efectos de no 
incurrir en hechos que conlleven a la comisión de infracciones 
administrativas . 

43. Por lo expuesto, corresponde desestimar lo alegado por el administrado en 
dicho extremo. 

44. Sin perjuicio de ello, cabe señalar que el administrado se encuentra 
facultado para solicitar ante la autoridad certificadora la modificación de su 
PMA, ya sea por modificación de componentes o mejoras tecnológicas en 
las operaciones, los cuales luego de su aprobación por la autoridad 
competente, serán de obligatorio cumplimiento. 

45. 

40 

41 

Sobre el principio de tipicidad 

De otro lado, el administrado, señaló que vulneró el principio de tipicidad 
dado que para que se configure la conducta infractora es exigible que exista -

Al respecto, se pueden citar las Resoluciones Nº 003-2018-OEFAríFA-SMEPIM del 12 de enero de 2018, 
Nº 074-2017-OEFAríFA-SMEPIM del 17 de noviembre de 2017, Nº 062-2017-OEFAríFA-SMEPIM del 
27 de octubre de 201 7, Nº 018-2017-OEFAríFA-SMEPIM del 22 de junio de 2017, Nº 015-2017-
OEFArrFA-SMEPIM del 8 de junio de 2017, N' 051 -2016-OEFArrFA-SEPIM del 24 de noviembre de 
2016 y Resolución Nº 037-2016-OEFArrFA-SEPIM del 27 de setiembre de 2016, entre otras. 

Al respecto, se pueden citar las Resoluciones Nº 062-2017-OEFArrFA-SMEPIM del 27 de octubre de 
201 7, Nº 018-2017-OEFAríFA-SMEPIM del 22 de junio de 2017, Nº 015-2017-OEFAríFA-SMEPIM del 
8 de jun io de 2017, Nº 051-2016-OEFArrFA-SEPIM del 24 de noviembre de 2016 y Resolución Nº 037-
2016-OEFAríFA-SEPIM del 27 de setiembre de 2016, entre otras. 

Ver las Resoluciones Nos 107-2018-0EFA/TFA-SMEPIM del 4 de mayo de 2018, 050-2016-OEFArrFA­
SEPIM del 24 de noviembre de 2016 y 025-2015-OEFArrFA-PEPIM del 21 de agosto de 2015. 
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un daño potencial a la flora y fauna, sin embargo, no existió daño potencial , 
toda vez que el hecho de no implementar la fase de derivación no genera 
automáticamente un daño potencial al medio ambiente como erróneamente 
señaló el OEFA. 

46. Al respecto, es de señalar que en el numeral 4 del artículo 246º del TUO de 
la LPAG, que recoge el principio de tipicidad, se establece que solo 
constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones 
previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación 
como tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía. 

47. Dicho mandato de tipificación se presenta en dos niveles: (i) exige que la 
norma describa los elementos esenciales del hecho que califica como 
infracción sancionable, con un nivel de precisión suficiente que permita a 
cualquier ciudadano de formación básica, comprender sin dificultad lo que 
se está proscribiendo bajo amenaza de sanción en una determinada 
disposición legal (de acuerdo con el principio de taxatividad); y (ii) en un 

42 

44 

segundo nivel -esto es, en la fase de la aplicación de la norma- la 
exigencia de que el hecho concreto imputado al autor se corresponda 
exactamente con el descrito previamente en la norma. Si tal 
correspondencia no existe, ordinariamente por ausencia de algún elemento 
esencial, se produce la falta de tipificación de los hechos, de acuerdo con el 
denominado principio de tipicidad en sentido estricto42 . 

Con relación al primer nivel, la exigencia de la "certeza o exhaustividad 
suficiente" o "nivel de precisión suficiente" en la descripción de las conductas 
que constituyen infracciones administrativas43

, tiene como finalidad que -
en un caso en concreto- al realizarse la subsunción del hecho en la norma 
que describe la infracción, esta pueda ser efectuada con relativa 
certidumbre44

. 

"En un nivel normativo, primero, donde implica la exigencia( ... ) de que una norma describa los elementos 
esenciales de un hecho, sin cuyo incumplimiento tal hecho - abstractamente considerado - no puede ser 
calificado de infracción (de acuerdo con el principio de taxatividad). El proceso de tipificación , sin 
embargo, no termina aquí porque a continuación -en la fase de la aplicación de la norma- viene la 
exigencia de que el hecho concreto imputado al autor se corresponda exactamente con el descrito 
previamente en la norma. Si tal correspondencia no existe, ordinariamente por ausencia de algún 
elemento esencial, se produce la indicada falta de tipificación de los hechos (de acuerdo con el principio 
de tipicidad en sentido estricto)". NIETO GARCÍA, Alejandro. Derecho Administrativo Sancionador. 
Madrid: Editorial Tecnos, 5ta. ed., 2012, p. 269. 

Es importante señalar que, conforme a Morón: "Este principio exige el cumplimiento de tres aspectos 
concurrentes: i) La reserva de ley para la descripción de aquellas conductas pasibles de sanción por la 
Administración; ii) La exigencia de certeza o exhaustividad suficiente en la descripción de las 
conductas sancionab!es constitutivas de las infracciones administrativas; iii) La interdicción de la 
analogía y la interpretación extensiva en la aplicación de los supuestos descritos como ilícitos (desde el 
punto de vista concreto, la tipificación es de interpretación restrictiva y correcta)". MORÓN URBINA, Juan 
Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Lima: Gaceta Jurídica, 1 Orna. 
ed., 2014. p. 767. El resaltado es nuestro. 

Al respecto, el Tribunal Constitucional, en las sentencias recaídas en los expedientes Nº 010-2002-AI/TC 
(Fundamentos jurídicos 45 y 46) y Nº 2192-2004-AA (fundamento jurídico 5), ha precisado lo siguiente: 

Expediente Nº 010-2002-AI/TC 
45. "El principio de legalidad exige no sólo que por ley se establezcan los delitos, sino también 

que las conductas prohibidas estén claramente delimitadas en la ley. Esto es lo que se 
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49. Por otro lado, en lo concerniente al segundo nivel en el examen de 
tipificación, se exige que los hechos imputados por la Administración 
correspondan con la conducta descrita en el tipo infractor45 correspondiente. 

50. Partiendo de lo expuesto, este íribunal considera pertinente determinar si, 
en observancia al principio de tipicidad antes descrito, existe certeza o nivel 
de precisión suficiente en la descripción de la norma respecto del hecho que 
califica como infracción administrativa y, con base en ello, determinar si la 
DFSAI -en el marco del presente procedimiento administrativo sancionador­
realizó una correcta aplicación del principio de tipicidad; es decir, si el hecho 
imputado a Cara! en el presente caso corresponde con el tipo infractor (esto 
es , la norma que describe la infracción administrativa) . 

51 . Para ello, a efectos de llevar a cabo el análisis antes descrito, corresponde 
precisar que el TFA ha señalado en reiterados pronunciamientos46 , la 
diferencia entre norma sustantiva y norma tipificadora, señalando que la 
primera contiene la obligación ambiental fiscalizable cuyo incumplimiento se 
imputa, mientras que la segunda, la calificación de dicho incumplimiento 
como infracción administrativa , atribuyéndole la respectiva consecuencia 
jurídica. 

52. Es así que, en el presente caso, a través de la Resolución Subdirectora! 

46 

Nº 1652-2017-OEFA-DFSAI-SDI, la SOi de la DFSAI imputó al administrado 

conoce como el mandato de determinación , que prohíbe la promulgación de leyes penales 
indeterminadas, y constituye una exigencia expresa en nuestro texto constitucional al 
requerir el literal "d" del inciso 24) del Artículo 2º de la Constitución que la tipificación previa 
de la ilicitud penal sea "expresa e inequívoca" (Lex certa). 

46. El principio de determinación del supuesto de hecho previsto en la Ley es una prescripción 
dirigida al legislador para que éste dote de significado unívoco y preciso al tipo penal, de tal 
forma que la actividad de subsuncíón del hecho en la norma sea verificable con 
relativa certidumbre( ... )". El énfasis es nuestro. 

Expediente Nº 2192-2004-AA 
5. "(. . .) El subprincipio de tipicidad o taxatividad constituye una de las manifestaciones o 

concreciones del principio de legalidad respecto de los límites que se imponen al legislador 
penal o administrativo, a efectos de que las prohibiciones que definen sanciones, sean éstas 
penales o administrativas, estén redactadas con un nivel de precisión suficiente que 
permita a cualquier ciudadano de formación básica, comprender sin dificultad lo que se está 
proscribiendo bajo amenaza ciéi sanción en una determinada disposición legal". El énfasis es 
nuestro. 

Es importante señalar que, conforme a Nieto: 

"El proceso de tipificación, sin embargo, no termina aquí porque a continuación - en la fase de 
aplicación de la norma - viene la exigencia de que el hecho concreto imputado al autor se 
corresponda exactamente con el descrito previamente en la norma. Si tal correspondencia no 
existe, ordinariamente, por ausencia de algún elemento esencial, se produce la indicada falta de 
tipificación de los hechos (de acuerdo con el principio de tipicidad en sentido estricto)". 

NIETO GARCIA, Alejandro. Derecho administrativo sancionador. Quinta Edición . Madrid : Tecnos , 2011 , 
p. 269. 

Conforme se observa, por ejemplo, de las Resoluciones Nº 009-2014-OEFA/TFA, Nº 002-2014-
OEFA/TFA-SEP1 Nº 008-2014-OEFA/TFA-SEP1 y Nº 016-2015-OEFA/TFA-SEE. 
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53. 

54. 

55. 

56. 

57 . 

47 

49 

el no contar con un sistema que permita la derivación de las aguas de mar 
claras entre E/P y E/P, a fin de evitar el ingreso de las mismas al sistema de 
tratamiento de agua de bombeo, conforme el compromiso asumido en su 
actualización del PMA. 

Ahora, bien conforme se ha señalado el administrado alegó que el no 
implementar el sistema de derivación, no genera automáticamente un daño 
potencial al medio ambiente, por tanto, no se configura la conducta infractora 
descrita en el acápite (i) literal a) del artículo 4 º de la Resolución de Consejo 
Directivo No 049-2013-OEFA/CD. 

Al respecto, corresponde señalar que en el numeral 1 O del artículo 246º del 
TUO de la LPAG se dispone que la responsabilidad administrativa es 
subjetiva, salvo en los casos en que por ley o decreto se disponga lo 
contrario47. 

Asimismo, conforme con el artíGulo 144º de la LGA48 , la responsabilidad 
derivada del uso o aprovechamiento de un bien ambientalmente riesgoso o 
peligroso, o del ejercicio de una actividad ambientalmente riesgosa o 
peligrosa, es objetiva. 

Por su parte, en el artículo 18º de la Ley Nº 2932549 se establece que los 
administrados son responsables objetivamente por el incumplimiento de las 
obligaciones fiscalizables derivadas de los instrumentos de gestión 
ambiental, normas ambientales, así como mandatos o disposiciones 
emitidas por el OEFA. 

En razón a ello, una vez verificado el hecho constitutivo de la infracción, el 
administrado solo puede eximirse de responsabilidad si logra acreditar de 
manera fehaciente la ruptura del nexo causal, ya sea por caso fortuito, fuerza 
mayor o hecho determinante de tercero. 

TUO DE LA LPAG. 
Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios 
especiales:( ... ) 
10. Culpabilidad. - La responsabilidad administrativa es subjetiva . salvo los casos en que por ley o 

decreto legislativo se disponga la responsabilidad administrativa objetiva1 

Ley Nº 28611. 
Artículo 144.- De la responsabilidad objetiva 
La responsabilidad derivada del uso o aprovechamiento de un bien ambientalmente riesgoso o peligroso. 
o del ejercicio de una actividad ambientalmA.'lte riesgosa o peligrosa, es objetiva. Esta responsabilidad 
obliga a reparar los daños ocasionados por el bien o actividad riesgosa, lo que conlleva a asumir los 
costos contemplados en el artículo 142 precedente, y los que correspondan a una justa y equitativa 
indemnización; los de la recuperación del ambiente afectado, así como los de la ejecución de las medidas 
necesarias para mitigar los efectos del daño y evitar que éste se vuelva a producir. 

Ley Nº 29325. 
Artículo 18º. - Responsabilidad objetiva 
Los administrados son responsables objetivamente por el incumplimiento de obligaciones derivadas de 
los instrumentos de gestión ambiental , así como de las normas ambientales y de los mandatos o 
disposiciones emitidas por el OEFA. 
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58. Al respecto, cabe indicar que, según Peña Chacón: 

( ... ) la responsabilidad ambiental objetiva encuentra asidero en las 
teorías clásicas del riesgo creado y riesgo provecho, por cuanto quien 
asumen un riesgo donde exista peligrosidad, debe responder por todos 
los daños causados por dicha peligrosidad, incluyendo si la conducta 
es lícita, de esta forma , la asunción de riesgo de una actividad 
intrínsecamente peligrosa no podría bajo ninguna circunstancia 
corresponder a la víctima ni a la sociedad, sino a los responsables de 
la misma50 . 

59. De lo expuesto, la responsabilidad administrativa en el marco de un 
procedimiento administrativo sancionador seguido ante el OEFA es objetiva, 
conforme a lo establecido en el ordenamiento normativo desarrollado. 

60. De otro lado, cabe señalar que de conformidad con la normativa ambiental 
el daño potencial es la contingencia, riesgo, peligro, proximidad o 
eventualidad de que ocurra cualquier tipo de detrimento, pérdida, impacto 
negativo o perjuicio al ambiente y/o alguno de sus componentes como 
consecuencia de fenómenos, hechos o circunstancias con aptitud suficiente 
para provocarlos, que tienen su origen en el desarrollo de actividades 
humanas. 

52 

De ello, se desprende que para que se configure un daño potencial , basta 
que se produzca el riesgo de un impacto negativo a la flora o fauna, caso 
contrario a lo que ocurre con e! daño real, el cual sí se produce un impacto 
negativo51

. 

Sin perjuicio de ello , tal como se ha señalado a lo largo de la presente 
resolución, la conducta infractora se encuentra referida al incumplimiento de 
un compromiso asumido por Cara! en su PMA52

, en ese sentido, es 

PEÑA CHACÓN , Mario, Daño responsabilidad y reparación ambiental. Disponible en: 
<http://crnsdata.iucn.org/downloads/cel10 penachacon03.pdf>. Consulta: 22 de junio de 2018. 
Cabe agregar que según Martín Mateo "La objetivización de la responsabilidad tiene un campo 
extraordinariamente propicio en las relaciones reguladas por el Derecho ambiental en cuanto que 
efectivamente buena parte de los daños causados al perturbarse los elementos ambientales, tienen 
carácter ocasional y son producto de fallos en los dispositivos técnicos de control." 
MARTÍN MATEO, Ramón, Derecho Ambiental, Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 
1977, p 112. 

Resolución de Consejo Directivo N° 010-2013-0EFA/CD, que aprobó los Lineamientos para la 
Aplicación de las Medidas Correctivas previstas en el Literal D) del numeral 22.2 del artículo 22º de la 
Ley Nº 29325: 
a.1) Daño real o concreto: Detrimento, perdida, impacto negativo o perjuicio actual y probado, causado 

al amb;ente y/o alguno de sus componentes como consecuencia del desarrollo de actividades 
humanas 

a.2) Daño potencial: Contingencia , riesgo, peligro, proximidad o eventualidad de que ocurra cualquier 
tipo de detrimento, pérdida, impacto negativo o perjuicio al ambiente y/o alguno de sus 
componentes como consecuencia de fenómenos, hechos o circunstancias con aptitud suficiente 
para provocarlos, que tienen su origen en el desarrollo de actividades humanas. 

Al respecto, cabe indicar que, según Granero, el estudio de impacto ambiental es un documento técnico 
en el que se identifican, valoran y previenen los impactos, planteando el seguimiento y control ambiental 
de la ejecución de un proyecto. Por lo tanto , el objetivo general del EIA pasa por el estudio del medio 
biofísico y socio-económico, el análisis del proyecto y la identificación y definición de las acciones que 

21 



pertinente señalar que el no cumplir con los compromisos ambientales en el 
modo, forma y tiempo previsto en los mismos, podrían ocasionar situaciones 
adversas al ambiente ello teniendo en cuenta que la finalidad que se busca 
con los compromisos asumidos en un instrumento de gestión ambiental , los 
cuales han sido evaluados y aprobados por la autoridad certificadora 
competente, es l;:i prevención de imp~ctos negativos al ambiente . 

63. Asimismo, cabe señalar que, el no contar con un sistema que permita la 
derivación de las aguas de mar claras podría ocasionar impactos 
ambientales en el cuerpo receptor de donde se obtenga el agua para el 
trasvase de la materia prima desde la E/P hacia la EIP, debido a que, no se 
evitaría el ingreso al sistema de agua de bombeo de un volumen de agua 
sin carga contaminante (aguas de mar claras) , realizando un innecesario 
gasto del recurso hídrico para las operaciones de trasvase , con lo cual se 
estaría ocasionando un mayor impacto al ambiente. 

64. Por lo expuesto, corresponde desestimar lo alegado por el administrado en 
dicho extremo. 

65. De otro lado, el administrado indicó que no superó los LMP, por tanto, no se 
generó un daño potencial. En esa línea, señaló que en aplicación del 
principio de predictibi!idad el OEFA no debe desconocer su propio criterio 
reconocido en resoluciones emitidas por el TFA, en las que se señala que 
para determinar el daño potencial se debe exceder los LMP. 

66. En relación con ello, cabe señalar que en la Resolución N° 008-2018-
OEFA/TFA-SMEPIM de! 2:; de enero de 2018, a que se refiere el 
administrado, se señaló lo siguiente: 

70. En tal sentido, se colige que el exceso de los LMP de emisiones 
establecidas legalmente respecto a un parámetro determinado, 
acarrea un daño al ambiente, ya sea potencial o real : siendo que, elJ. 
el caso en conc~to, d[r-1)_9 exceso qeneró un daño po!_~ncial sobre el 
cuerpo receptor. En consecuencia, como ha señalado el TFA en 
reiterados pronunciamientos53 , a pesar que con posterioridad el titular 
adopte las acciones pertinentes a efectos de no exceder los LMP, no 
revertiría la conducta infractora en cuestión , ello como consecuencia 
de que, por su propia naturaleza, la conducta analizada no es 
subsanable. (Subrnyado agregado) 

----o -p-ue-d-en_p_r_o_vo-c-ar_u_n -im_p_a-ct-o ambiental. recogiendo las propuestas para evit.arlos , reducirlos o 

compensarlos. 

GRANERO, Javier, [et-al] , Evaluación de Impacto Ambiental, Primera Edición . FC. Editorial. 
España.2011, p. 75. 

53 Conforme se observa, por ejemplo, de las Resoluciones Nº 004-2017-OEFA/TFA-SMEPIM, 005-201 7-
OEFA/TFA-SMEPIM ambas del 25 de abril de 201 7, Nº 020-2017-OEFA/TFA-SMEPIM, del 27 de jun io 
de 2017, Nº 028-2017-OEFAfTFA-SMEPIM, del 4 d~ agosto de 2017 y Nº 080-2017-OEFAfTFA-SMEPIM 
del 30 de noviembre de 2017. 



67. Sobre el particular, esta sala estima conveniente precisar que si bien en la 
mencionada resolución, se hace referencia a que el solo hecho de que se 
produzca el exceso de los LMP implica la generación de daño potencial al 
ambiente; lo cierto es que el citado pronunciamiento se encuentra ligado 
exclusivamente a la comisión de dicha conducta infractora. Por 
consiguiente, el argumento esgrimido por el administrado en este sentido, 
no tiene asidero; ello en tanto el hecho infractor imputado al administrado 
versa sobre incumplimiento de su PMA, y no por haber excedido los LMP. 

68. Sin perjuicio de lo señalado, resulta pertinente acotar que la conducta 
infractora relativa a exceder los LMP, no es la única que genera daño 
potencial , ello de conformidad con la normativa ambiental vigente que tipifica 
las infracciones administrativas, como lo es la Resolución Nº 015-2015-
OEFA/CD, que aprobó la tipificación de infracciones administrativas y 
establece escala de sanciones aplicable a las actividades de procesamiento 
industrial pesquero y acuicultura de mayor escala que se encuentran bajo el 
ámbito de competencia del OEFA. 

69. Por lo expuesto, corresponde desestimar lo alegado por el administrado en 
dicho extremo. 

70. De otro lado, el administrado señaló que se aplique el princ1p10 de 
Razonabilidad a que se refiere el numeral 3 del artículo 246º del TUO de la 
LPAG, en razón a que han cumplido con implementar la medida correctiva. 

71. En razón a ello, es de señalar que de acuerdo con el principio de 
razonabilidad 54 reconocido en el numeral 1.4 del artículo IV del Título 
Preliminar del TUO de la LPAG55, las decisiones de la autoridad 
administrativa que impliquen la imposición de sanciones deben adoptarse 
dentro de los límites de la facultad atribuida, manteniendo la debida 
proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que se deba 
tutelar, a fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la 
satisfacción de su cometido. 

72. Al respecto , este colegiado considera que la aplicación del princ1p10 de 
razonabilidad, cuyo fin es reducir la discrecionalidad de la actuación de la 

~ Administración , exige que al imponer sanciones, la autoridad administrativa 

55 

De acuerdo con los criterios del Tribunal Constitucional (por ejemplo, en la Sentencia emitida en el 
Expediente Nº 2192-2004-AA/TC), .existe una similitud entre lqs principios de razonabilidad 'Y de 
proporcionalidad; a ello, se debe agregar que el TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General 
se refiere expresamente al primero de los nombrados. 

TUO DE LA LPAG 
TÍTULO PRELIMINAR 
Artículo IV. Principios del procedimiento administrativo 
1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin 

perjuicio de la vigencia de otros princi¡:iios generales del Derecho Administrativo:( ... ) 
1.4. Principio de razonabilidad.- Las decisiones de la autoridad administrativa, cuando creen 

obligaciones, califiquen infracciones, impongan sanciones, o establezc::an restricciones a los 
administrados, deben adaptarsé dentro de !os límites de la facultad atribuida y manteniendo la 
debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que deba tutelar, a fin de que 
respondan a lo estrictamente necesario par;i la satisfacción de su cometido . 
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pondere las circunstancias de la comisión de la conducta infractora, a fin de 
que el ejercicio de su ius puniendi responda a lo estrictamente necesario 
para garantizar la tutela del bien jurídico protegido: y, orienta a la 
Administración a actuar en el marco do los límites de sus facultades, lo que 
significa ejercerlas conforme a derecho. 

73. Por su parte, el prindpio de rnzonabilidad aplicable en el marco de la 
potestad sancionador;_:i administrativa, recogido en el numeral 3 del artículo 
246º del TUO de la LPAG56 , precisa que la comisión de la conducta 
s.ancionable no debe resultar más ventajosa para el infractor que cumplir las 
normas infringidas o asumir la sanción . Y partiendo de dicha regla general 
se prevé criterios de proporcionalidad para la graduación de la infracción 
tales como el beneficio ilícito resultante por su comisión y !a probabilidad de 
detección, entre otros. 

74. En este orden de ideas, se advierte que la determinación de las sanciones 

76. 

56 

57 

administrativas aplicables al interior de los procedimientos administrativos 
sancionadores, bajo determinados parámetros claramente definidos a nivel 
normativo, se encuentra dentro del ámbito de la potestad discrecional con 
que cuenta la Administración , con el propósito de individualizar, en un caso 
específico, la consecuencia jurídica aplicable una vez verificada la comisión 
de la infracción administrativa. 

En virtud a lo expuesto, toda vez que en el presente procedimiento 
administrativo sancionador57 se determinó la existencia de responsabilidad 
administrativa de Caral por la comision de la conducta infractora detallada 
en el cuadro Nº 1 de la presente resolución y no la imposición de una sanción 
pecuniaria, no resulta pertinente aplicar los criterios de graduación de la 
sanción reconocidos en el numeral 3 del artículo 246º del TUO de la LPAG . 

Por elio, este tribunal considera que no resulta aplicable ni se ha 
transgredido el principio de razonabilidad alegado por Cara!, en tanto ha 

TLJO DE LA LPAG. 
Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios 
especiales: (. .. ) 
3. Razonabilidad.- Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no 

resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción. Sin 
embargo, las sanciones a ser aplicadas deben ser proporcionales al incumplimiento calificado como 
infracción , observando los siguientes criterios que se señalan a efectos de su graduación : 
a) El beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción ; 
b) La probabilidad de detección de la infracción; 

' . c) La gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido; 
d) El perjuicio económico causado ; 
e) La reincidencia, por la comisión de la misma infracción dentro del plazo de un (1) año desde que 

quedó firme la resolución que sancionó !a primeré1 infracción . 
f) La.s circunstancias dP. la comisión de I;,,. infrcG(:ié n; y 
g) La existencia r,, no de intenciom,lidad en In ,~rnducta del infractor. 

Cabe señalar que en el presen:e procFJciimiP-nto 1?.dministrativo sa11cionador, i;.1 DFSAI determinó la 
existencia en el marco de lo dispuesto en ,,1 articulo 19º ce ia Ley Nº 30230 y la Resolución de Consejo 
Directivo Nº 026-2014-OEFA/CD. 
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quedado debidamente acreditada. la comision de las conductas infractoras 
detalladas en el cuadro Nº 1 de la presente resolución. 

77. Por lo expuesto, corresponde desestimar lo alegado por el administrado en 
dicho extremo. 

De conformidad con lo dispuesto en el Texto Único Ordenado de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General , aprobado por el Decreto Supremo Nº 006-
2017-JUS; la Ley N° 29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y 
Fiscalización Ambiental; el Decreto Legislativo N° 1013, que aprueba la Ley de 
Creación, Organización y Funciones del Ministerio del Ambiente; el Decreto 
Supremo Nº 013-2017-MINAM, que aprueba el Reglamento de Organización y 
Funciones del OEFA; y la Resolución Nº 032-2013-OEFA/CD, que aprueba el 
Reglamento Interno del Tribunal de Fiscalización Ambiental del OEFA. 

SE RESUELVE: 

PRIMERO. - CONFIRMAR la Resolución Directora! Nº 335-2018-OEFA/DFAI del 
28 de febrero de 2018, a través de la cual se determinó la existencia de 
responsabilidad administrativa de Pesquera Caral S.A., por la comisión de la 
conducta infractora descrita en el Cuadro Nº 1 de la presente resolución, por los 
fundamentos expuestos en la parte considerativa de la misma, quedando agotada 
la vía administrativa. 

SEGUNDO. - Notificar la presente resolución a Pesquera Cara! S.A. y remitir el 
expediente a la Dirección de Fiscalización y Aplicación de Incentivos del OEFA 
para los fines correspondientes. 

Regístrese y comuníquese. 

Presidente , 
Sala Especializada en Minería, Energía, 

Pesquería e Industria Manufacturera 
Tribunal de Fiscalización Ambiental 

Sala Esp _cializada en Minería, Energía, 
Pesquería e Industria Manufacturera 
Tribunal de Fiscalización Ambiental 

25 



cARLALORE~i<PiiGo.RARi.RooR.íGÜEz 
Vocal 

Salél Espe ializada ena Minería, Energía, 
Pesquería e Industria Manufacturera 
Tribunal de Fiscalización Ambiental 
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